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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Dr. OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.-

 

 

En el juicio de cobro de intereses por retardo en el pago de las prestaciones sociales, indexación, daños y perjuicios, intentado por el ciudadano JOSÉ RAMÓN DELGADO, representado judicialmente por los abogados Toyn F. Villar V., Luis Felipe Maita, Marlene Carreño, Antonio Andújar, José Ramón García Gómez y José Antonio Cabrita,  contra la ALCALDÍA DEL MUNICIPIO AUTÓNOMO SUCRE DEL ESTADO MIRANDA, representada judicialmente por la abogada Rosa Bistoché Campos, el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, dictó sentencia en fecha 26 de julio de 2000, mediante la cual declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación ejercido por la parte actora contra la sentencia de fecha 22 de noviembre de 1999, dictada por el Juzgado Cuarto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, declarando parcialmente con lugar la pretensión y revocando el fallo apelado. 

 


Contra la decisión emitida por la Alzada anunciaron recurso de casación la parte demandada y la parte actora, de los cuales, una vez admitidos, fue oportunamente formalizado sólo el recurso anunciado por la demandante. No hubo impugnación.

 


Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social,  se dio cuenta en Sala en fecha 28 de septiembre de 2000, asignando la ponencia al Magistrado Dr. Omar Alfredo Mora Díaz. 

 


En fecha 20 de diciembre de 2000, fue designado como integrante de la Sala de Casación Social el Magistrado Dr. Alfonso Valbuena C., en sustitución del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta.

 


Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previas las siguientes consideraciones:

 

RECURSO DE CASACIÓN ANUNCIADO

POR LA PARTE DEMANDADA


La abogada Rosa Bistoché Campos, actuando como apoderada judicial de la Alcaldía del Municipio Autónomo Sucre del Estado Miranda anunció recurso de casación el día 9 de agosto de 2000 contra la sentencia de fecha 26 de julio de 2000 emanada del Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.


Sin embargo, hasta la presente fecha, en esta Sala no se ha recibido el escrito de formalización del recurso de casación anunciado por la apoderada judicial de la accionada, en consecuencia, se encuentra vencido el lapso señalado en el artículo 317 del Código de Procedimiento Civil para presentar el mencionado escrito, dando lugar a que el presente recurso de casación sea declarado perecido a tenor de lo dispuesto en el artículo 325 del mismo Código. Así se establece. 

 

 

RECURSO DE CASACIÓN FORMALIZADO

POR EL ACTOR

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

 

 

- I -

 


Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se delata la infracción por parte de la recurrida de los artículos 12 y 15 del mismo Código, así como el ordinal 5º del artículo 243 eiusdem, por omisión de pronunciamiento sobre los informes presentados por la actora ante el Superior.


Señala el formalizante que en esos informes, se alegó, entre otras cosas, lo siguiente:

 

“En las actas del expediente, se dejó asentado que mi mandante, en fecha primero de enero de 1997, dejó de prestar servicios para la accionada (...). Sin embargo, el 08 de julio de 1998 cuando la ALCALDÍA DEL MUNICIPIO AUTONOMO SUCRE le canceló las prestaciones sociales y demás beneficios legales y contractuales cancelándole la misma cantidad que le correspondía en aquella data de la terminación del contrato, sin tomar en cuenta el índice inflacionario que sufrió la moneda, ni tomó en cuenta los intereses que generó aquellas cantidades por haberse encontrado en arcas del patrono.

Igualmente se promovió copia del bauche de pago del cheque, que fue emitido el día ocho (8) de julio de 1998, mediante la cual está demostrado el reconocimiento de la deuda que canceló la accionada interrumpiendo de esta manera la prescripción de la acción.

De la Transcripción del fallo apelado, se observa un error de interpretación del artículo 64 de la Ley Orgánica del Trabajo, toda vez que este dispositivo impone que la prescripción de las acciones provenientes de la relación de trabajo, se interrumpe por las otras causas señaladas en el Código Civil.

(...)

Como puede observar el Juez Superior, con el reconocimiento del crédito a favor de mi mandante, el cual fue pagado por la accionada el día 08 de julio de 1998, tal como consta a los folios 34 y 35, se evidencia claramente que los derechos laborales son créditos de cumplimiento inmediato. Por lo que, al tenor de lo establecido en el literal “d”, del artículo 64 de la Ley Orgánica del Trabajo, conjuntamente con la parte in fine del artículo 1969 del Código Civil basta el cobro extrajudicial y el reconocimiento de aquel derecho para que se interrumpa la prescripción.” 

 

 

 


Asevera el formalizante que los alegatos anterior​mente transcritos, fueron silenciados y en consecuencia omitidos por la recurrida.

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

 

 


Los alegatos que, al entender del formalizante, fueron omitidos por la recurrida, giran en torno a que al momento en el cual la accionada cancela las prestaciones sociales del demandante, no consideró el índice inflacionario que ha sufrido la moneda -argumento para solicitar la indexación judicial de las prestaciones sociales- ni tampoco tomó en consideración los intereses que generaban aquellas cantidades  por haberse encontrado éstas en las arcas del patrono. El último alegato del cual se omitió pronunciamiento, al parecer del formalizante, está referido a la interrupción de la prescripción en la presente acción. 

 


Del fallo recurrido, se constata, que en éste se asevera:

 

“Reclama también el demandante la indexación judicial a ser calculada sobre el monto pagado (...), pero de acuerdo con la doctrina de casación, contenida en la sentencia de fecha 17 de marzo de 1993, se estableció que la corrección monetaria se calcula a partir de la fecha de la demanda, con base a las cantidades demandadas en concepto de prestaciones sociales, no constando tal circunstancia en el presente caso pues las partes afirman que se pagaron las prestaciones sociales el 8 de julio de 1998, debiendo rechazarse la procedencia de este concepto, lo que implica lo innecesario de decidir la prescripción por este reclamo. Así se declara”

 

 


En la transcripción ut supra de una parte de la recurrida, se constata que el sentenciador estableció que no era procedente acordar la indexación judicial de las prestaciones sociales cobradas por el actor, en razón de que dicha corrección monetaria, debe ser calculada desde la fecha de la demanda por cobro de las mismas, y en el presente caso, señala la recurrida, no consta tal circunstancia, lo cual se traduce, en que no se verifica que haya habido una acción por cobro de prestaciones sociales, sino que por el contrario las partes afirmaron que dicho concepto fue cancelado en fecha 8 de julio de 1998, y la actora introdujo la demanda en fecha 25 de enero de 1999, es decir, la accionante solicitó la indexación judicial de las prestaciones sociales, después de haber cobrado las mismas, cuestión que escapa a la posibilidad de acordar dicha corrección.

 

 
Aun y cuando la recurrida no haya hecho mención  sobre el alegato que sirve de base para solicitar la indexación judicial de las prestaciones sociales, lo señalado ut supra, resuelve por sí mismo la cuestión planteada por el formalizante. Lo aseverado anteriormente, conlleva a afirmar que, cuando algún punto alegado por las partes, señalado en informes, sea resuelto por la recurrida, no es obligatorio un pronunciamiento expreso acerca de dicho argumento, en razón de que ese enunciamiento proferido por el sentenciador, ya ha resuelto la cuestión argumentada en informes.


 Así pues, considera esta Sala que la recurrida, al pronunciarse en torno a la improcedencia de la indexación judicial sobre el monto de las prestaciones sociales, resolvió el argumento planteado por el demandante, acerca de que cuando se hizo efectivo el pago de las prestaciones sociales, la accionada no tomó en cuenta el índice inflacionario que sufrió la moneda, ni tampoco tomó en consideración los intereses que generaban aquellas cantidades que se encontraban en las arcas del patrono, en consecuencia, no es procedente la delación formulada a este respecto. Así se decide.

 


En lo tocante a lo expuesto por el formalizante acerca de que la recurrida no consideró lo concerniente al alegato acerca de la interrupción de la prescripción en la presente acción, se evidencia que el fallo del sentenciador superior señaló: 

 

“De la forma como se dio contestación a la demanda, corresponde a esta alzada pronunciarse sobre la prescripción (...).

(...)

Por lo expuesto este Juzgado Superior considera que no operó la prescripción en los conceptos relativos a dos días de salario por cada día de retardo, en la forma indicada en precedencia, ni en el reclamo sobre intereses de mora (...).” 

 

 

 


De la aseveración realizada por el ad quem, se constata que ha solucionado lo relativo a la no prescripción de dos de los conceptos demandados, a excepción de los otros conceptos peticionados que fueron declarados no procedentes por las razones expuestas al desvirtuarse la primera parte de la presente denuncia.

 


Así pues, al haber resuelto la recurrida el alegato acerca de la prescripción de la presente acción, no es imperioso que se pronuncie expresamente por lo señalado por el actor en sus informes, toda vez que resultaría inoficioso pronunciarse nuevamente sobre un punto ya resuelto. Así se decide.

 


En virtud de los razonamientos anteriormente expuestos, la presente delación se declara improcedente. Así se establece.

 

- II -


De conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por parte de la recurrida del artículo 244 ibidem, por ser contradictorio en la dispositiva del fallo.


Señala el formalizante que:

 

“(...) el sentenciador recurrido, (...), en algunos pasajes de la misma se contradice, declarando la prescripción de los intereses derivados de las prestaciones sociales, pero a la vez dice que no operó la prescripción y ordena el pago de los intereses moratorios y de aquellos dos días de salarios contractuales declarando improcedente la indexación por corrección monetaria, además de contradecirse en la naturaleza para el comienzo del lapso de prescripción, según las jurisprudencias que señala en el texto de su sentencia, declara parcialmente con lugar el recurso de apelación contra la sentencia del Juez de la causa y parcialmente con lugar la acción incoada contra la demandada, materializando una CONTRADICCIÓN EXPRESA, en la dispositiva del fallo, en completa violación del artículo 244 del Código de Procedimiento Civil.” (sic). 


(...)

 

 

 


Para decidir, la Sala observa:

 


La contradicción en el dispositivo del fallo, es un vicio capaz de anular una sentencia, en razón de que la misma, dada la ambigüedad con que se pronuncia, es de imposible ejecución. Como ejemplo, se puede señalar que existe contradicción en la parte dispositiva del fallo cuando el sentenciador declara sin lugar la acción propuesta por el actor y posteriormente condena al demandado al pago de los conceptos peticionados en el libelo de demanda.


La doctrina ha señalado con respecto a la contradicción que: “Se dice que una sentencia está viciada por ser contradictoria, cuando las decisiones tomadas en su dispositivo son opuestas entre sí, de tal modo que se destruyen y no pueden ejecutarse simultáneamente”. (Arístides Rengel Romberg. Tratado de Derecho Procesal Civil Venezolano. Tomo II.) 

 


En el caso sub iudice, la parte dispositiva del fallo establece:

 

“Por las razones expuestas este Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara: PARCIALMENTE CON LUGAR la apelación interpuesta por la parte actora y PARCIALMENTE CON LUGAR la acción incoada por el ciudadano JOSÉ RAMÓN DELGADO contra ALCALDÍA DEL MUNICIPIO AUTÓNOMO SUCRE DEL ESTADO MIRANDA, partes identificadas a los autos, condenándose a ésta a pagarle al trabajador la cantidad de Bs. 3.241.820,96 por los conceptos de salarios en mora en el pago de prestaciones sociales e intereses, Bs. 3.117.224 y 124.596, respectivamente.

Se revoca la sentencia apelada. No hay condenatoria en costas al no resultar ninguna de las partes totalmente vencida.”

 

 

 


De la precedente transcripción se observa diáfanamente, que no se materializa el denunciado vicio de contradicción en la parte dispositiva del fallo, toda vez que no existe ambigüedad en lo dispuesto por la recurrida y por ende la misma se hace ejecutable.


En razón de los argumentos anteriormente expuestos, se declara improcedente la presente delación. Así se establece.

 

- III -

Al amparo del ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por parte de la recurrida del artículo 12 del mismo Código y  el ordinal 4º del artículo 243 eiusdem, por inmotivación del fallo, al no explicar las razones de hecho y de derecho en las cuales se apoyó para declarar la improcedencia de la indexación judicial reclamada.

 


Afirma que el sentenciador de Alzada declara improcedente la indexación reclamada, sin señalar en el texto del fallo proferido por él, las razones de hecho y de derecho que sustentaran tal decisión.

 


El formalizante aduce que quedó demostrado en autos, la extemporaneidad del pago de las prestaciones sociales a su mandante. Señala además, que la materia referida a la indexación judicial es obligante para los jueces del Trabajo, en el sentido de que debe ser acordada por éstos, aun y cuando el trabajador no la solicite, por ser esta materia de orden público.   

 


Para decidir, la Sala observa:

 


La inmotivación de un fallo, según criterio reiterado de esta Sala, se traduce en la carencia absoluta de motivos que sustenten una sentencia, lo que conlleva necesariamente a la nulidad de la misma.

 


En el caso objeto de estudio, el formalizante ha afirmado que la recurrida no contiene los fundamentos de hecho y de derecho que sustenten la negativa de conceder la indexación judicial solicitada, y al respecto se puede constatar que el fallo proferido por el sentenciador Superior, estableció:

 

“Reclama también el demandante la indexación judicial a ser calculada sobre el monto pagado -Bs. 692.199,94-, derivado “de las fluctuaciones del dólar americano con respecto al bolívar”, pero de acuerdo con la doctrina de casación, contenida en la sentencia de fecha 17 de marzo de 1993, se estableció que la corrección monetaria se calcula a partir de la fecha de la demanda, con base a las cantidades demandadas en concepto de prestaciones sociales, no constando tal circunstancia en el presente caso pues las partes afirman que se pagaron las prestaciones sociales el 8 de julio de 1998 y la acción se interpuso el 25 de enero de 1999, debiendo rechazarse la procedencia de este concepto, lo que implica lo innecesario de decidir la prescripción por este reclamo. Así se declara.”

 

 

 


De la transcripción precedentemente realizada, se verifica que la solicitud del actor de indexación judicial sobre el monto pagado por concepto de prestaciones sociales, ha sido negada en base al siguiente sustento:

 


1) Fundamento de derecho: la recurrida señala que en base a la jurisprudencia de este Máximo Tribunal, establecida en fallo de fecha 17 de marzo de 1993, la corrección  monetaria se calcula a partir de la fecha de la demanda por concepto de cobro de prestaciones sociales. En el mencionado fallo de este Alto Tribunal, se señaló que:

 

“El método llamado de la “indexación judicial” debe restablecer la lesión que realmente sufre el valor adquisitivo de los salarios y prestaciones del trabajador por la contingencia inflacionaria, corrigiendo la injusticia de que el pago impuntual de las prestaciones del trabajador se traduzca en ventaja del moroso, y en daño del sujeto legalmente protegido con derecho a ellas.

(...).

Con respecto a la oportunidad de proponer la indexación, la doctrina ha expresado que el actor debe proponerla: a) en el libelo de la demanda (...).”

 

 


Se verifica pues, que la recurrida emplea una doctrina de este Supremo Tribunal para argumentar jurídicamente que la solicitud de corrección monetaria debe hacerse a partir de la demanda por cobro de prestaciones sociales.

 


2) Fundamento de hecho: el sentenciador de Alzada afirmó que la actora ya había cobrado sus prestaciones sociales, razón por la cual, no puede pretender la indexación de esta cantidad.

 

Así las cosas,  esta Sala le señala al formalizante que 

en los juicios laborales que tengan por objeto la cancelación de las prestaciones sociales del trabajador, la indexación judicial de dichos conceptos es materia de orden público, y en consecuencia, el sentenciador debe aplicarla aun y cuando no le haya sido solicitada; mas, sin embargo, no se puede pretender que se acuerde una corrección monetaria de una cantidad que ya ha sido percibida, porque se estaría desvirtuando la finalidad de la misma, y en consecuencia, se estaría creando una inseguridad jurídica tal, que la actividad judicial del estado vería mermado su principal objetivo, es decir, la administración de justicia.

 


Verificado de la recurrida que no existe el vicio de inmotivación denunciado, se declarada improcedente la presente delación. Así se establece.

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

Ú N I C O
 


Conforme al ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se delata la infracción, por parte de la recurrida, de los artículos 506 y 254 del mismo Código y del artículo 1.397 del Código Civil, por falta de aplicación de los mismos.

 


Aduce el formalizante que en el libelo de demanda, además de peticionar el pago de la indexación judicial, alegó a su favor la presunción legal de los artículos 1397 del Código Civil y 506 del Código de Procedimiento Civil, lo cual apoya la inflación como hecho notorio, para que se establezca la presunción legal a su favor; y en consecuencia, nada debía probar con respecto a la indexación reclamada, y por lo tanto, se ha debido declarar con lugar dicha solicitud por mandato del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil.

 


Señala que: “(...) cuando el Tribunal de la recurrida, declara improcedente la indexación reclamada por mi mandante, no ajustó su conducta al mandato de aquella normativa -refiriéndose al artículo 1.397 del Código Civil- que lo obligaba a sentenciar a favor de la indexación reclamada, por la presunción legal que abrigaba a mi mandante en esa reclamación y, al no hacerlo así infringió la normativa señalada, por falta de aplicación.”

 


Para decidir, la Sala observa:

 


La falta de aplicación de una norma jurídica, es el vicio que se percibe en un fallo, cuando el sentenciador no emplea una norma jurídica vigente que es la aplicable al caso en cuestión, lo cual se traduce en una negación o ignorancia acerca de ese precepto jurídico, que es el que resuelve la litis.


En el caso bajo estudio, como se ha señalado repetidas veces, la indexación judicial reclamada, no fue acordada por el sentenciador de Alzada, en virtud de que el actor ya ha percibido las prestaciones sociales, cuestión que desvirtúa la posibilidad de acordar dicha corrección monetaria. 


En consecuencia, no son aplicables al caso sub iudice, los artículos mencionados como infringidos por la recurrida, en razón de lo señalado anteriormente; lo cual conlleva a declarar improcedente la delación formulada. Así se establece.

 

D E C I S I Ó N

 


En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1º) SIN LUGAR el recurso de casación formalizado por el abogado Luis Felipe Maita, en su carácter de apoderado judicial del ciudadano JOSÉ RAMÓN DELGADO, en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 26 de julio de 2000; se condena en costas a la parte actora, de conformidad con los artículos 320 y 274 del Código de Procedimiento Civil; y 2º) PERECIDO el recurso de casación anunciado por la abogada Rosa Bistoché Campos, en su carácter de apoderada judicial de la ALCALDÍA DEL MUNICIPIO AUTÓNOMO SUCRE DEL ESTADO MIRANDA, contra el fallo mencionado anteriormente. Se condena en costas a la parte demandada, de conformidad con el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil.  

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, es decir, al Juzgado Cuarto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.  

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,   a   los   seis   (06)  días  del   mes   de  febrero  de dos mil uno. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.-

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

 El Vicepresidente,

 

 

___________________________

    JUAN RAFAEL PERDOMO

             


                   Magistrado,

 

 

_____________________________

                                         ALFONSO VALBUENA C.

 

 

La Secretaria,

 

 

_____________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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